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[bookmark: _Toc232457377]Resumen
El conflicto armado colombiano, con más de cinco décadas de duración, ha involucrado diversos actores armados al margen de la ley, entre ellos las guerrillas y los grupos paramilitares, cuya actuación dejó profundas secuelas sociales, económicas y políticas. Las Autodefensas Unidas de Colombia (AUC) surgieron como estructuras de carácter contrainsurgente, pero rápidamente se consolidaron como organizaciones criminales vinculadas con el narcotráfico y la violencia sistemática contra la población civil. Por otro lado, las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia – Ejército del Pueblo (FARC-EP) se constituyeron bajo una ideología marxistaleninista y un discurso de justicia social, aunque con el tiempo se involucraron en prácticas como el secuestro, el reclutamiento forzado y el narcotráfico. Ambos actores usaron el terror como herramienta de dominación, configurando patrones de victimización que se reflejan en más de 9,1 millones de personas registradas como víctimas. Frente a esta realidad, el Estado colombiano, como miembro de las Naciones Unidas y en el marco de un Estado social de derecho, adoptó medidas de justicia transicional, entre ellas la Ley 975 de 2005 (Justicia y Paz) para la desmovilización de las AUC y la Ley 1957 de 2019 en el marco del Acuerdo de Paz con las FARC-EP. Estas experiencias evidencian la necesidad de un análisis comparativo que permita comprender la diferencia en los enfoques, logros y limitaciones de ambos procesos, y cómo los marcos normativos nacionales e internacionales han incidido en la búsqueda de verdad, justicia, reparación y no repetición en Colombia.
Palabras claves: Conflicto armado, paramilitares, guerrillas, justicia transicional, AUC, FARC-EP.







[bookmark: _Toc232457378]Abstract
The Colombian armed conflict, which lasted for more than five decades, involved various illegal armed groups, guerrillas and paramilitaries, whose actions left deep social, economic, and political scars. The United Self-Defense Forces of Colombia (AUC) emerged as counterinsurgency groups but quickly consolidated as criminal organizations linked to drug trafficking and systematic violence against civilians. On the other hand, the Revolutionary Armed Forces of Colombia – People’s Army (FARC-EP) was founded under a Marxist-Leninist ideology and discourse of social justice but later engaged in practices such as kidnapping, forced recruitment, and drug trafficking. Both actors used terror as a mechanism of domination, creating victimization patterns that have resulted in more than 9.1 million registered victims. In response, the Colombian State, as a United Nations member and within its framework as a social rule of law, adopted transitional justice measures, including Law 975 of 2005 (Justice and Peace) for the AUC demobilization and Law 1957 of 2019 within the Peace Agreement with the FARC-EP. These experiences highlight the need for a comparative analysis to understand the differences in approaches, achievements, and limitations of both processes, and how national and international legal frameworks have influenced Colombia’s pursuit of truth, justice, reparation, and non-repetition.
Keywords: Armed conflict, paramilitaries, guerrillas, transitional justice, AUC, FARC-EP.

 




[bookmark: _Toc232457379]Introducción

El territorio colombiano ha presenciado la existencia de un conflicto armado durante más de medio siglo entre el Estado y grupos insurgentes que han quebrado la regularidad estatal, la presencia de Paz y la protección de la nación, esto ha generado la afectación de diversos derechos fundamentales, tanto individuales como colectivos teniendo un registro alto de cifras de  víctimas en la población nacional afectando todos los sectores sociales del país, especialmente aquellos más vulnerables, en regiones de  poca presencia institucional, lo que ha permitido un alto grado de operatividad de la ilegalidad. 
Al abordar el fenómeno de los grupos armados en Colombia, resulta imprescindible delimitar con precisión su naturaleza, objetivos y diferencias, en particular entre las guerrillas y los grupos paramilitares. Los paramilitares, como las Autodefensas Unidas de Colombia (AUC), surgieron bajo el argumento de enfrentar a las guerrillas; sin embargo, con el tiempo se consolidaron como estructuras criminales estrechamente vinculadas al narcotráfico, a diversas economías ilegales y a sectores del poder político y económico, actuando bajo una lógica contrainsurgente marcada por la represión y el control territorial.
Por su parte, las guerrillas, como las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia – Ejército del Pueblo (FARC-EP), tuvieron su origen en una ideología marxistaleninista y en un discurso centrado en la lucha por la justicia social y la transformación del orden político. No obstante, a lo largo del conflicto, muchas de sus prácticas se alejaron de esos postulados iniciales, incurriendo también en acciones como el secuestro, el reclutamiento forzado y su vinculación con el narcotráfico. Ambos actores han tenido un impacto profundo en la vida social, política y económica del país; sin embargo, sus motivaciones, estructuras organizativas y formas de legitimación han sido distintas. Estas diferencias deben reconocerse en cualquier análisis riguroso que busque comprender su papel en el conflicto armado colombiano y en los procesos de paz.
Esta situación irregular ha dejado aproximadamente 9,1 millones de colombianos incluidos en el Registro Único de Víctimas, conformando una población en condiciones de alta vulnerabilidad («Víctimas registradas históricamente», 2021). En este contexto, el Estado colombiano, como miembro de las Naciones Unidas, conforme a los principios constitucionales que lo definen como un Estado social de derecho, está sujeto a las normas del Derecho Internacional. En consecuencia, está obligado a reparar integralmente a las víctimas, en la medida en que el incumplimiento de uno de sus fines esenciales ha derivado en la afectación de derechos fundamentales reconocidos como derechos humanos.
En atención a lo anterior, el Estado colombiano ha desarrollado un amplio cuerpo normativo orientado a la protección, atención y restablecimiento de los derechos de las personas afectadas por el conflicto armado. Entre estas disposiciones se destacan la Ley 1190 de 2008, los Decretos 2007 de 2001, 250 de 2005, 290 de 2008, 0790 de 2012 y, de manera central, la Ley 1448 de 2011, entre otras, que conforman el marco jurídico para la atención y reparación de las víctimas dentro del territorio nacional.
Resulta indispensable, por tanto, el conocimiento articulado de la normatividad nacional e internacional, así como de los aportes jurisprudenciales de las altas cortes, a fin de identificar los lineamientos teóricos, técnicos y conceptuales que permiten analizar la corresponsabilidad del Estado en la garantía y protección de los derechos de los ciudadanos reconocidos como víctimas del conflicto armado. De igual manera, es esencial definir los modus operandi y los hechos victimizantes cometidos por los distintos actores armados, con el propósito de dimensionar la magnitud del daño causado.
Las guerrillas, como las FARC-EP, recurrieron a prácticas como el secuestro extorsivo, el reclutamiento forzado —incluidos menores de edad—, atentados con explosivos, emboscadas contra la fuerza pública y la extorsión a civiles, utilizadas tanto como mecanismos de presión política como de financiación. Por su parte, los grupos paramilitares, en especial las Autodefensas Unidas de Colombia (AUC), se caracterizaron por el uso sistemático de masacres, desplazamientos forzados, desapariciones, tortura, amenazas y asesinatos selectivos, orientados al control territorial, la eliminación de opositores y la protección de intereses económicos y políticos de élites locales.
A pesar de esto la dinámica de la violencia se escaló a otros actores armados dentro del mismo espacio territorial, es así que, en el proceso de retorno mucha población al no tener garantías de seguridad terminan siendo revictimizadas debido a las secuelas o consecuencias del conflicto armado en Colombia, diferentes autores como Garay et al., (2008) quien afirma que existe aún un rechazo al retorno como estrategia del Estado quien a través de un análisis de los procesos abordados por el autor expone que a pesar de que tienen el interés de retornar la continuidad de la situación que origino las causas del desplazamiento no se han logrado mitigar ejemplo de tales factores son: la inestabilidad económica (16.4 %), inseguridad (6.6 %), motivaciones de orden familiar (5.4 %), sentimiento de discriminación y otros (12.3 %).  
Las AUC, un grupo paramilitar que operó principalmente en la década de 1990 y principios de 2000, surgieron como una respuesta violenta a la amenaza percibida de las guerrillas, pero pronto se involucraron en actividades delictivas, incluidos asesinatos, desplazamientos forzados y narcotráfico. Para facilitar la desmovilización de estos grupos y garantizar cierto grado de justicia para las víctimas, el gobierno colombiano promulgó la Ley 975 de 2005. Esta ley ofrecía beneficios penales a cambio de la entrega de armas, confesión de delitos y colaboración en la reparación de víctimas.
Por otro lado, las FARC-EP, la guerrilla más antigua y grande de América Latina, también cometió múltiples violaciones de derechos humanos durante el conflicto armado. Tras años de negociación, las FARC-EP firmaron un acuerdo de paz con el gobierno en 2016, que fue seguido por la promulgación de la Ley 1957 de 2019. Esta ley se diseñó para facilitar la reincorporación de los excombatientes a la vida civil y establecer mecanismos de justicia transicional, como la Jurisdicción Especial para la Paz (JEP), para garantizar la verdad, la justicia, la reparación y la no repetición.



1. [bookmark: _Toc232457380]La Justicia Transicional frente a la desmovilización armada en Colombia: Un análisis de los casos AUC y FARC-EP
1.1. [bookmark: _Toc232457381]Línea de investigación 
Globalización y Nuevo Derecho, se enmarcan en esta línea de investigación porque se aborda cómo los procesos de justicia transicional en Colombia responden a dinámicas internas de conflicto y reconciliación, y a exigencias, estándares y presiones internacionales sobre derechos humanos, verdad, justicia, reparación y garantías de no repetición. En este sentido, la desmovilización de grupos armados como las AUC y las FARC-EP se sitúa en un contexto global en el que organismos multilaterales, tribunales internacionales y convenios supranacionales influyen en la manera en que los Estados diseñan mecanismos jurídicos para atender crímenes de lesa humanidad y violaciones masivas de derechos, dando lugar a un nuevo derecho caracterizado por la interacción entre lo nacional y lo internacional en la búsqueda de la paz y la justicia.
1.2. [bookmark: _Toc232457382]Planteamiento del problema 

El conflicto armado colombiano, que se extendió por más de cinco décadas, dejó un legado profundo de violencia, violaciones de derechos humanos, desplazamientos forzados y heridas sociales difíciles de sanar. En respuesta a este complejo escenario, el Estado colombiano implementó procesos de justicia transicional con el objetivo de promover la paz, garantizar los derechos de las víctimas y reintegrar a los excombatientes en la sociedad. Dos de estos procesos fueron particularmente significativos: la desmovilización de las Autodefensas Unidas de Colombia (AUC) bajo la Ley 975 de 2005 y la entrega de armas de las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia - Ejército del Pueblo (FARC-EP) bajo el marco del Acuerdo Final de Paz, formalizado en la Ley 1957 de 2019 (Barrera, 2020). 
La justificación para investigar y comparar estos dos procesos radica en la necesidad de comprender las diferencias clave en sus enfoques, implementación y resultados, así como sus impactos en las víctimas y en la sociedad en general. Estos análisis son fundamentales para evaluar la efectividad de las políticas de justicia transicional y para extraer lecciones que puedan aplicarse en futuros esfuerzos de paz y reconciliación, tanto en Colombia como en otros contextos similares.
La Ley 975 de 2005, conocida como la Ley de Justicia y Paz, se centró en la desmovilización de los grupos paramilitares y en ofrecer beneficios judiciales a cambio de la confesión de crímenes, la entrega de armas y la participación en procesos de reparación a las víctimas. Sin embargo, este proceso ha sido objeto de críticas por su limitada capacidad para garantizar una justicia efectiva y por permitir que muchos excombatientes continuaran involucrados en actividades ilegales (Barrera, 2020).
Por otro lado, el proceso de paz con las FARC-EP, que culminó en la entrega de armas bajo la supervisión de la ONU y en la implementación de la Ley 1957 de 2019, adoptó un enfoque más integral. Este proceso no solo abarcó la entrega de armas, sino también la reincorporación de los excombatientes a la vida civil, la reparación integral de las víctimas y la creación de la Jurisdicción Especial para la Paz (JEP). A pesar de sus avances, este proceso también enfrenta desafíos significativos, como la implementación lenta y las críticas de sectores que consideran que no se ha hecho lo suficiente para garantizar la no repetición. En este caso pretende contribuir teóricamente al plantear un trabajo de investigación que puede referirse como antecedente, además de ello se propone un aporte metodológico al crear una hoja de ruta a partir de un instrumento que aborde las categorías de análisis y en un tercer punto un avance práctico al exponer estrategias de intervención sobre el área social de una empresa especifica.
En cuanto al contexto de los antecedentes La justicia transicional ha sido un tema clave en el ámbito jurídico y político, particularmente en contextos postconflicto, como el de Colombia, donde se han implementado diversas medidas para lograr la paz y la reparación de las víctimas del conflicto armado. A continuación, se presentan 15 antecedentes sobre la justicia transicional entre 2020 y 2025, que abordan tanto los desarrollos teóricos como las experiencias prácticas.
Desde 2020, diversos estudios han reflexionado sobre las lecciones aprendidas de los procesos de justicia transicional previos, en especial sobre el balance entre la paz y la justicia. González (2020) destacó que la justicia transicional no debe ser vista como un modelo único, sino como un proceso que debe adaptarse a las particularidades del contexto sociopolítico y cultural de cada país. En el caso de Colombia, la implementación del Acuerdo de Paz de 2016 con las FARC-EP ha sido un referente clave para estos debates. En este contexto, varias investigaciones han abordado cómo los procesos de reparación y restitución de tierras a las víctimas del conflicto pueden generar tensiones con los intereses de actores poderosos. 
Un estudio realizado por Pérez (2021) exploró las dificultades de la implementación de la Ley 975 de 2005, conocida como la Ley de Justicia y Paz, que estableció mecanismos de justicia transicional para los desmovilizados de las Autodefensas Unidas de Colombia (AUC). Según el autor, aunque la ley ha permitido la desmovilización de miles de combatientes, las víctimas siguen enfrentando desafíos significativos en términos de reparación y acceso a la justicia. Pérez (2021) sugiere que la ausencia de una memoria histórica consolidada dificulta la construcción de una paz duradera, ya que muchos victimarios siguen gozando de impunidad o privilegios.
La justicia transicional también ha sido un tema central en los debates sobre el sistema de justicia penal internacional. En este sentido, Ochoa (2022) reflexionó sobre el papel de la Corte Penal Internacional (CPI) en el contexto colombiano, señalando que, aunque la CPI ha sido fundamental en la persecución de crímenes de lesa humanidad, las autoridades colombianas deben asumir un rol más activo en la investigación y sanción de estos delitos. 
En 2022, Barrera (2022) analizaron el proceso de reincorporación de los excombatientes de las FARC-EP al ámbito civil y político, destacando el papel que juega la justicia transicional en este proceso. Para los autores, los mecanismos de reintegración no solo deben enfocarse en aspectos materiales, como el acceso a tierras y recursos, sino también en la rehabilitación psicológica y el fortalecimiento de las capacidades políticas de los excombatientes. Sin embargo, señalaron que la reincorporación ha sido un proceso lento y lleno de desafíos, pues muchos excombatientes siguen siendo estigmatizados por la sociedad (Betancourt, 2020). 
El año 2023 también fue testigo de un debate sobre la inclusión de otros actores en los procesos de justicia transicional, especialmente en lo que respecta a las víctimas de violencia sexual. Martínez y Torres (2023) destacaron que la justicia transicional ha sido, en muchas ocasiones, deficiente en cuanto a la atención a las víctimas de este tipo de violencia. Las autoras argumentaron que el enfoque de justicia restaurativa, aunque valioso, debe ser complementado con medidas específicas para garantizar que las víctimas de violencia sexual reciban la atención médica, psicológica y jurídica que necesitan para poder reconstruir sus vidas.
En este contexto, Amado (2021) investigó las nuevas políticas públicas que buscan asegurar que las víctimas del conflicto armado tengan acceso a una reparación integral. A pesar de los esfuerzos por mejorar las políticas, quien advirtió que la implementación de estos mecanismos sigue siendo parcial y, en muchos casos, depende de la voluntad política de las autoridades locales.
.
1.2.1. [bookmark: _Toc232457383]Pregunta de investigación 
Todo lo anterior permite sustentar como pregunta de investigación: ¿Cuál es la diferencia desde el análisis la Justicia Transicional entre la desmovilización de las Autodefensas Unidas y la entrega de armas de las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia?

1.3. [bookmark: _Toc232457384]Objetivos 
1.3.1. [bookmark: _Toc232457385]Objetivo General 
Analizar la Justicia Transicional a partir de las diferencias entre la desmovilización de las Autodefensas Unidas y la entrega de armas de las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia. 
1.3.2. [bookmark: _Toc232457386]Objetivos específicos 
· Identificar las dinámicas sobre el acuerdo final de paz de Colombia y su régimen sancionador acorde a la realidad del conflicto de las FARC-EP
· Determinar el contexto aplicativo de la justicia transicional en Justicia y Paz y la Jurisdicción Especial para la Paz
· Contrastar la diferencia de eje de la inclusión de civiles participantes en el conflicto dentro de ambos procesos de Justicia transicional en Colombia.

1.4. [bookmark: _Toc232457387]Justificación 
La justicia transicional también se ha analizado en relación con la memoria histórica. Moreno et al., (2021) examinaron el impacto de los procesos de memoria y reconocimiento de las víctimas en el proceso de paz en Colombia. Según los autores, la memoria histórica es crucial en la construcción de una paz sostenible, ya que permite a las víctimas y a la sociedad comprender el sufrimiento del conflicto armado. Sin embargo, también señalaron que la construcción de una memoria colectiva es un proceso complejo que involucra múltiples actores, incluidos los excombatientes, las víctimas, el Estado y la sociedad civil.
Una de las principales críticas a los procesos de justicia transicional es su capacidad para abordar la impunidad de los actores que han cometido crímenes durante el conflicto armado. Martínez (2024) subrayó que, si bien los mecanismos como la Jurisdicción Especial para la Paz (JEP) han sido fundamentales para esclarecer la verdad, aún persisten cuestionamientos sobre la efectividad de estas instituciones para sancionar adecuadamente a los responsables debido a que existe una tensión entre los beneficios de la desmovilización y la necesidad de castigar a los perpetradores de crímenes graves.
El debate sobre la justicia transicional también ha abordado la cuestión de la reparación económica a las víctimas del conflicto. Pérez (2025) analizó las medidas adoptadas por el gobierno colombiano para asegurar la restitución de tierras a las víctimas, argumentando que estas políticas han sido insuficientes para garantizar la reparación plena. Pérez (2025) destacó que la falta de recursos y la presencia de grupos armados ilegales en las zonas rurales siguen siendo obstáculos significativos para la implementación efectiva de la reparación.
Otro aspecto clave de la justicia transicional es la participación de las mujeres en los procesos de paz. Según López (2025), el enfoque de género ha sido un tema central en los debates sobre justicia transicional en Colombia, pero la implementación de medidas concretas para garantizar los derechos de las mujeres víctimas del conflicto sigue siendo limitada, pues, aunque el Acuerdo de Paz incluye disposiciones para promover la igualdad de género, la implementación de estas políticas ha sido desigual y muchas mujeres siguen siendo marginadas en los procesos de justicia y reparación.
Por último, la justicia transicional ha sido objeto de análisis en el ámbito de la justicia restaurativa, que busca promover la reconciliación entre víctimas y perpetradores. Gómez (2024) sugirió que los enfoques de justicia restaurativa pueden ser útiles para superar las divisiones sociales y políticas causadas por el conflicto armado en el que también advirtió que estos enfoques deben diseñarse cuidadosamente para evitar que se minimice el sufrimiento de las víctimas o se perpetúe la impunidad de los autores (Domingez y Aleán, 2020). 
Los estudios sobre justicia transicional entre 2020 y 2025 han abordado diversos aspectos, como la reparación integral a las víctimas, la implementación de políticas de memoria histórica, la reincorporación de excombatientes, la inclusión de las víctimas de violencia sexual y la participación de las mujeres en los procesos de paz. Aunque se han logrado avances significativos en algunos de estos temas, persisten importantes desafíos en términos de implementación y efectividad de los mecanismos de justicia transicional. 














1.5. [bookmark: _Toc232457388]Delimitación 
1.5.1. [bookmark: _Hlk183083165][bookmark: _Toc232457389]Delimitación conceptual 
El estudio se centra en la justicia transicional como un conjunto de mecanismos jurídicos, políticos y sociales orientados a gestionar el paso de contextos de violencia armada hacia escenarios de paz, garantizando los derechos de las víctimas a la verdad, justicia, reparación y garantías de no repetición. Para ello, se analizan los marcos normativos y prácticos aplicados en los procesos de desmovilización y reintegración de los grupos paramilitares (AUC) y de la guerrilla de las FARC-EP, reconociendo que esta figura se constituye en una expresión del nuevo derecho, en tanto articula elementos del derecho nacional con estándares internacionales de derechos humanos y derecho penal internacional.

1.5.2. [bookmark: _Toc232457390]Delimitación temporal 
La investigación se circunscribe principalmente al período entre 2003 y 2022. Este rango temporal inicia con el proceso de negociación y desmovilización de las Autodefensas Unidas de Colombia (AUC) bajo la Ley de Justicia y Paz (2003-2006) y se extiende hasta la implementación del Acuerdo Final de Paz con las FARC-EP (2016) y los desarrollos normativos e institucionales posteriores hasta 2022, que permiten observar avances, tensiones y resultados en materia de justicia transicional en Colombia.
1.5.3. [bookmark: _Toc232457391]Delimitación espacial 
El análisis se enfoca en el territorio colombiano, entendiendo que los procesos de justicia transicional se implementaron a nivel nacional, pero con impactos diferenciados en regiones específicas afectadas por el conflicto armado, tales como Antioquia, Meta, Cauca, Norte de Santander y Cesar. No obstante, se reconoce que el marco jurídico colombiano está influenciado por compromisos internacionales en derechos humanos, lo cual sitúa a Colombia en un escenario comparado y conectado con las dinámicas de la justicia transicional en el ámbito global.






 





 








2. [bookmark: _Toc232457392]Desarrollo Teórico
2.1. [bookmark: _Toc232457393]Conceptos o particularidades entre las AUC y las FACR-EP
Las Autodefensas Unidas de Colombia (AUC) surgieron formalmente en 1997 como una federación de grupos paramilitares regionales que operaban con el objetivo de contrarrestar la influencia de las guerrillas en diversas zonas del país. Aunque inicialmente se presentaron como una fuerza de autodefensa ante el abandono estatal, en la práctica se convirtieron en una organización criminal con amplio control territorial, vinculaciones con sectores económicos y políticos, y financiamiento derivado principalmente del narcotráfico, la extorsión y el saqueo de recursos naturales. Su actuación estuvo marcada por graves violaciones a los derechos humanos, incluyendo masacres, desplazamientos forzados, torturas y asesinatos selectivos.
Las FARC-EP se fundaron en 1964 como brazo armado del Partido Comunista Colombiano, pues estas estaban inspiradas en una ideología marxistaleninista, buscaron inicialmente la toma del poder mediante la lucha armada, con un discurso centrado en la redistribución de la tierra y la justicia social. A lo largo del tiempo, su accionar también se degeneró, incorporando prácticas como el secuestro, el narcotráfico, el reclutamiento forzado y el ataque sistemático contra infraestructuras civiles. Su presencia se consolidó en zonas rurales estratégicas, desde donde combatieron durante más de cinco décadas al Estado colombiano (Chaparro, et al., 2022). 
2.1.1. Procesos de negociación y desmovilización
El proceso de desmovilización de las AUC se desarrolló entre 2003 y 2006, durante el gobierno del presidente Álvaro Uribe Vélez. A través de una serie de negociaciones con la cúpula paramilitar, se logró la desmovilización colectiva de cerca de 30.000 hombres armados. El marco legal para este proceso fue la Ley 975 de 2005, conocida como la Ley de Justicia y Paz, que ofrecía penas alternativas de hasta ocho años de prisión a cambio de confesiones plenas, entrega de bienes para reparación y no repetición de crímenes. Sin embargo, este proceso fue ampliamente criticado por la baja efectividad en la verdad judicial, la impunidad de mandos medios y la limitada reparación a las víctimas. Además, muchas de las estructuras criminales nunca desaparecieron y evolucionaron en las llamadas Bandas Criminales (Bacrim).
En contraste, el proceso con las FARC-EP tuvo un carácter más estructurado, político y participativo. Las negociaciones comenzaron oficialmente en 2012 en La Habana, Cuba, durante el gobierno del presidente Juan Manuel Santos, y culminaron con la firma del Acuerdo Final para la Terminación del Conflicto en 2016. Este acuerdo abarcó seis puntos clave: reforma rural integral, participación política, solución al problema de las drogas ilícitas, víctimas del conflicto, fin del conflicto (dejación de armas y garantías de seguridad) y verificación internacional. La dejación de armas fue supervisada por una misión especial de la ONU, y más de 13.000 excombatientes dejaron las armas y se reincorporaron a la vida civil. Las FARC-EP se transformaron en partido político bajo el nombre de Comunes (Ocampo, 2021). 
2.1.2. Justicia transicional: objetivos y diferencias
La justicia transicional es el conjunto de mecanismos legales, políticos y sociales diseñados para afrontar crímenes de lesa humanidad y violaciones masivas de derechos humanos en contextos de transición de la guerra a la paz. Su objetivo no es solo castigar, sino también garantizar verdad, justicia, reparación y no repetición.
En el caso de las AUC, la justicia transicional se centró en el componente judicial, con penas alternativas y confesiones como condición para acceder a beneficios penales. La Ley de Justicia y Paz promovió la creación de tribunales especiales, pero su implementación fue lenta y fragmentada. De los miles de desmovilizados, solo una fracción pasó por procesos judiciales, y muchas víctimas no fueron reparadas adecuadamente. Además, el enfoque punitivo no se acompañó de políticas efectivas de reintegración ni de garantías institucionales contra el reciclaje de la violencia.
En cambio, el acuerdo con las FARC-EP dio lugar al Sistema Integral de Verdad, Justicia, Reparación y No Repetición, compuesto por la Jurisdicción Especial para la Paz (JEP), la Comisión para el Esclarecimiento de la Verdad, la Unidad de Búsqueda de Personas Desaparecidas y programas de reparación colectiva e individual. Este enfoque integró mecanismos judiciales y no judiciales, buscando un equilibrio entre castigo y reconciliación. La JEP, por ejemplo, otorga sanciones propias (no privativas de libertad en algunos casos) a quienes reconozcan responsabilidad de manera temprana y reparen a las víctimas. Aunque su implementación ha enfrentado críticas y desafíos, representa un modelo más avanzado de justicia transicional (Ocampo, 2021).
2.1.3. Abordaje de similitud y diferencia 
Ambos procesos compartieron algunos elementos: la desmovilización de actores armados, la promesa de reinserción a la vida civil y el reconocimiento de la necesidad de verdad y reparación. Sin embargo, difieren en aspectos fundamentales. Las AUC negociaron como actores ilegales sin reconocimiento político, con una estructura federada e intereses criminales evidentes. Las FARC-EP, en cambio, fueron reconocidas como actor político insurgente y negociaron con vocación de transformación institucional.
Mientras la justicia transicional para las AUC se limitó a una aplicación judicial fragmentaria y sin participación real de las víctimas, el modelo para las FARC-EP incorporó un enfoque más sistémico e incluyente, que además de sancionar, busca reconstruir el tejido social y promover garantías de no repetición (Amado, 2021). 

Tabla 1 
Aspectos diferenciales entre el proceso de desmovilización AUC y FARC-EP
	Aspecto
	AUC (2003-2006)
	FARC-EP (2012-2016)

	Reconocimiento político
	No
	Sí

	Marco legal
	Ley 975 de 2005 (Justicia y Paz)
	Acuerdo de Paz (Sistema Integral de Justicia)

	Supervisión internacional
	Limitada
	ONU y otros organismos multilaterales

	Número de desmovilizados
	Aprox. 30.000
	Aprox. 13.000

	Mecanismo judicial
	Tribunales especiales
	Jurisdicción Especial para la Paz (JEP)

	Participación de víctimas
	Mínima
	Activa, en verdad y reparación

	Reparación
	Parcial, limitada
	En curso, con enfoque integral

	Resultado
	Bacrim, reciclaje del conflicto
	Transformación en partido político


Nota. Información relacionada con la revisión documental de trabajos investigados, 2025. 


El abordaje de la justicia transicional en Colombia ha estado marcado por aciertos y errores. El proceso con las AUC reveló las limitaciones de un enfoque centrado únicamente en lo judicial, sin estructuras sólidas para la verdad, la reparación ni la reintegración. Por el contrario, el proceso con las FARC-EP, aunque aún enfrenta muchos retos en su implementación, ofrece un marco más completo y participativo, que reconoce el papel central de las víctimas y apuesta por la transformación estructural de las causas del conflicto.
Ambas experiencias constituyen lecciones cruciales para el futuro de la paz en Colombia. Superar las deficiencias, fortalecer las instituciones y garantizar que la justicia transicional se traduzca en cambios reales para las comunidades afectadas sigue siendo una deuda pendiente del Estado colombiano



2.2. [bookmark: _Toc232457394]Marco Normativo de la Justicia Transicional Contemplado en la Ley 975 de 2005 En Colombia.
La Ley 975 de 2005, conocida como la Ley de Justicia y Paz, constituye uno de los pilares fundamentales del marco normativo de la justicia transicional en Colombia. Su promulgación marcó un intento del Estado colombiano por abordar las profundas heridas dejadas por décadas de conflicto armado, particularmente en el contexto de la desmovilización de las Autodefensas Unidas de Colombia (AUC). Esta legislación busca equilibrar la necesidad de alcanzar la paz con los principios de verdad, justicia, reparación y garantías de no repetición, que son esenciales para abordar las violaciones de derechos humanos y el sufrimiento de las víctimas (Arias, et al., 2022). 
El marco normativo de la Ley 975 de 2005 reconoce Giraldo (2021) pretende facilitar la transición de grupos armados organizados al margen de la ley hacia la legalidad, estableciendo un régimen jurídico que permita su desmovilización y contribuir a la consolidación de la paz. Para ello, ofrece beneficios jurídicos significativos a los miembros de estos grupos participantes en el proceso, si cumplen con los requisitos establecidos, como confesar sus crímenes y colaborar con las autoridades judiciales para aclarar la verdad. Sin embargo, este enfoque plantea un desafío intrínseco: cómo garantizar justicia para las víctimas mientras se otorgan beneficios a los perpetradores de graves violaciones de derechos humanos (Aponte, et al., 2022). 
La Ley establece un marco procedimental para procesar y sancionar a los desmovilizados que se acojan a sus disposiciones. En este contexto, se crean instrumentos específicos, como las versiones libres, que son declaraciones voluntarias en las cuales los desmovilizados confiesan los crímenes cometidos durante su pertenencia al grupo armado. Este mecanismo no solo busca esclarecer la verdad sobre lo sucedido, sino también brindar a las víctimas la posibilidad de conocer las circunstancias en que ocurrieron los hechos, identificar a los responsables y acceder a la reparación. Es precisamente en este punto donde el marco normativo de la Ley refleja su dimensión restaurativa, al reconocer el papel central de las víctimas en el proceso de justicia transicional.
Uno de los elementos más controvertidos de la Ley 975 de 2005 tal como lo reconoce García (2022) es la reducción de penas. Los desmovilizados con los requisitos estipulados pueden acceder a penas de privación de la libertad de entre cinco y ocho años, independientemente de la gravedad de los crímenes cometidos. Este aspecto ha sido criticado tanto a nivel nacional como internacional, ya que algunos sectores consideran que no se cumple con el principio de proporcionalidad en las sanciones. No obstante, el Estado colombiano justificó esta medida argumentando que, sin un incentivo claro, los actores armados no estarían dispuestos a abandonar las armas y someterse a la justicia (Ceballos y Saiz, 2021). 
Otro componente clave de la Ley es el enfoque en la reparación integral a las víctimas. Este principio se articula en diversas formas, incluyendo la restitución de tierras, la compensación económica y las garantías de no repetición. El marco normativo establece que los desmovilizados deben contribuir a la reparación de las víctimas mediante la entrega de bienes obtenidos ilícitamente o utilizados durante el conflicto. A pesar de este compromiso, uno de los retos más significativos ha sido la identificación, recuperación y distribución efectiva de dichos bienes, lo que ha generado críticas sobre la capacidad del sistema para cumplir con este aspecto esencial.
La Ley también inicia la verdad como dimensión esencial de la justicia transicional. En este sentido, el marco normativo crea la Comisión Nacional de Reparación y Reconciliación (CNRR), una entidad encargada de promover la reconstrucción de la memoria histórica y la reconciliación entre las víctimas y los victimarios. Este enfoque refleja la intención del legislador de abordar no solo las consecuencias jurídicas del conflicto, sino también sus dimensiones sociales y culturales. Sin embargo, este esfuerzo ha enfrentado limitaciones en su implementación, ya sea por la falta de recursos, la resistencia de algunos sectores de la sociedad o las dificultades inherentes a la construcción de una narrativa colectiva en un país profundamente dividido. 
El marco normativo de la Ley 975 también se ha modificado y ajustado en el tiempo, como respuesta a los desafíos encontrados en su implementación y a las críticas de diversos actores. Por ejemplo, en 2006, la Corte Constitucional, mediante la Sentencia C-370, analizó la constitucionalidad de varios de sus artículos y estableció parámetros adicionales para garantizar los derechos de las víctimas. Este fallo fortaleció la exigencia de verdad y reparación, limitó la aplicación de los beneficios penales y subrayó la necesidad de que los desmovilizados aporten información relevante sobre los crímenes cometidos y los bienes entregados.
Tal como lo evidencia el trabajo de López et al., (2022) el marco normativo de la Ley 975 también se inscribe dentro de los compromisos internacionales asumidos por Colombia en materia de derechos humanos y justicia transicional. Organismos como la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) y el sistema de las Naciones Unidas han seguido de cerca la implementación de esta legislación, formulando observaciones y recomendaciones. Estos actores han subrayado la importancia de que las medidas adoptadas sean compatibles con los estándares internacionales, especialmente en lo que respecta a la lucha contra la impunidad y la protección de los derechos de las víctimas (Flores y Villareal. 2020). 
En el ámbito práctico, la implementación de la Ley ha puesto de manifiesto tensiones significativas entre los distintos objetivos de la justicia transicional. Por un lado, la búsqueda de la paz requiere incentivos atractivos para los actores armados; por otro, las víctimas demandan justicia plena y reparación efectiva. Estas tensiones se han reflejado en el funcionamiento del sistema judicial, que ha tenido que lidiar con un volumen considerable de casos, una complejidad jurídica elevada y un contexto de inseguridad y violencia que persiste en algunas regiones del país. 
Finalmente, el marco normativo de la Ley 975 de 2005 constituye una expresión de la voluntad del Estado colombiano por abordar de manera integral las secuelas del conflicto armado. A pesar de las limitaciones y desafíos en su implementación, la Ley ha generado importantes avances en términos de desmovilización, reconstrucción de la verdad y visibilizarían de las víctimas. Su impacto debe evaluarse en el contexto del proceso de paz y los esfuerzos posteriores, como el acuerdo firmado con las FARC-EP en 2016, que creó el Sistema Integral de Verdad, Justicia, Reparación y No Repetición (Aponte y Llano, 2022). 
Tal como lo reconoce Osorio y Satizabal (2020) Ley 975 de 2005 representa un intento audaz, aunque imperfecto, de equilibrar las demandas de paz y justicia en un contexto de violencia prolongada. Su marco normativo ofrece una base para la transición de los actores armados hacia la legalidad, al tiempo que busca atender las necesidades y derechos de las víctimas. Sin embargo, su implementación ha evidenciado los retos inherentes a la justicia transicional, especialmente en un país con profundas desigualdades y divisiones sociales. La experiencia de esta Ley subraya la importancia de diseñar mecanismos flexibles, inclusivos y coherentes con los estándares internacionales, para que la justicia transicional pueda cumplir su doble misión de sanar las heridas del pasado y construir un futuro más justo y pacífico (Arias, 2020). 

2.3. [bookmark: _Toc232457395]Marco Normativo de la Justicia Transicional contemplada en la Ley 1592 del 2012 en Colombia.
La Ley 1592 del 3 de diciembre de 2012, introdujo una reforma sustancial al sistema de justicia transicional diseñado en la Ley 975 de 2005, “Ley de Justicia y Paz” representa un elemento central en el marco normativo de la justicia transicional en Colombia, diseñada específicamente para implementar los compromisos asumidos en el Acuerdo Final de Paz firmado en 2016 entre el Gobierno colombiano y las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia - Ejército del Pueblo (FARC-EP). Este marco normativo regula el funcionamiento de la JEP, como componente del Sistema Integral de Verdad, Justicia, Reparación y No Repetición (SIVJRNR), y busca garantizar los derechos de las víctimas, al tiempo que establece un equilibrio entre los principios de justicia, verdad, reparación y la búsqueda de la paz estable y duradera (Arias, 2020). 
Tal como lo expone Valencia y Chaverra (2021) el principal objetivo de la Ley 1957 de 2019 es establecer las reglas de procedimiento para la JEP, un tribunal creado para investigar, juzgar y sancionar los crímenes cometidos en el contexto del conflicto armado. Este sistema opera bajo un enfoque de justicia restaurativa, priorizando la participación de las víctimas y la reconstrucción del tejido social. La Ley articula las competencias, los procedimientos y los principios que rigen el trabajo de la JEP, y delimita su jurisdicción sobre los actores del conflicto, incluyendo excombatientes de las FARC-EP, agentes del Estado y terceros que hayan participado en actos relacionados con el conflicto armado.
Uno de los aspectos más destacados del marco normativo establecido por la Ley 1957 de 2019 es el tratamiento diferencial para los responsables, según su grado de participación en los crímenes y su disposición a colaborar con la justicia. En este sentido, la JEP ofrece incentivos, como sanciones alternativas a la privación de la libertad, a quienes reconozcan plenamente su responsabilidad, contribuyan a esclarecer la verdad y participen activamente en la reparación de las víctimas. Este enfoque busca no solo garantizar la rendición de cuentas, sino también fomentar la reconciliación y la construcción de confianza entre las partes involucradas. 
La Ley 1957 establece una serie de principios fundamentales que guían el funcionamiento de la JEP y, por ende, de la justicia transicional en Colombia. Entre ellos destacan el principio de centralidad de las víctimas, que reconoce su papel protagónico en el proceso; el de proporcionalidad, que garantiza que las sanciones aplicadas sean adecuadas a la gravedad de los delitos; y el de verdad plena, que obliga a los responsables a informar veraz y detalladamente sobre los hechos, sus causas y sus consecuencias. Estos principios están en consonancia con los estándares internacionales en materia de justicia transicional y derechos humanos (Valencia y Mondragón, 2021). 
En términos de competencias, el marco normativo de la Ley delimita los crímenes que pueden ser conocidos por la JEP, incluyendo los crímenes de guerra, los crímenes de lesa humanidad y otras graves violaciones de derechos humanos cometidas antes del 1 de diciembre de 2016. Este límite temporal refleja el propósito de la JEP de enfocarse exclusivamente en el conflicto armado y no en delitos comunes. Además, la Ley establece que los casos solo podrán ser juzgados en la JEP si no han sido objeto de una decisión judicial definitiva por parte de otras jurisdicciones, garantizando así el principio de no duplicidad de procesos (Van der Merwe, 2023). 
Un elemento central de la Ley 1957 es la definición y aplicación de las sanciones propias de la JEP. Las sanciones tienen un enfoque reparador y restaurativo, en vez de punitivo, y se basan en la naturaleza de los actos cometidos, el nivel de responsabilidad y el grado de colaboración con la justicia. Por ejemplo, las sanciones más leves, como restricciones a la movilidad o trabajo comunitario, se aplican a quienes reconocen su responsabilidad de manera temprana y completa, mientras que las sanciones ordinarias, que incluyen penas privativas de la libertad, están reservadas para quienes niegan su participación o no contribuyen significativamente al esclarecimiento de la verdad (Van de Merwe, 2023). 
[bookmark: _Hlk219296224]Tal como lo reconoce Torres (2021) la Ley también establece disposiciones específicas para garantizar la participación y efectiva de las víctimas en el proceso. Este marco normativo reconoce a las víctimas como sujetos de derechos y les otorga mecanismos para presentar observaciones, aportar pruebas, participar en audiencias y recibir información sobre el avance de sus casos. Además, la Ley contempla medidas de protección para las víctimas, los testigos y los operadores judiciales, reconociendo las condiciones de riesgo inherentes a los procesos de justicia transicional en un contexto todavía marcado por la violencia (Páez, 2021).
En cuanto a los mecanismos de reparación, la Ley 1957 de 2019 enfatiza la importancia de las medidas simbólicas y materiales para reparar el daño causado a las víctimas y a las comunidades afectadas. Entre estas medidas se incluyen las garantías de no repetición, los actos de reconocimiento público de responsabilidad y la rehabilitación psicosocial. La JEP puede coordinar esfuerzos con otras entidades del Sistema Integral, como la Unidad de Búsqueda de Personas Dadas por Desaparecidas (UBPD) y la Comisión para el Esclarecimiento de la Verdad, para asegurar una reparación integral y coherente.
Otro aspecto relevante del marco normativo es la relación de la JEP con otras jurisdicciones nacionales e internacionales. La Ley establece que la JEP es autónoma e independiente, pero debe cooperar con otras instancias judiciales, como la Corte Penal Internacional (CPI), en aquellos casos que involucren crímenes de su competencia. Esta articulación busca garantizar que la justicia transicional en Colombia sea compatible con los estándares internacionales, evitando vacíos o contradicciones que puedan comprometer su legitimidad (Giraldo, 2021). 
A pesar de los avances normativos introducidos por la Ley 1957 de 2019, su implementación ha enfrentado desafíos significativos. Entre ellos se encuentran las tensiones políticas, las limitaciones presupuestarias y las críticas de sectores que consideran que el sistema promueve la impunidad. Además, el contexto de violencia persistente en algunas regiones del país ha dificultado el acceso de las víctimas a los mecanismos de justicia transicional, subrayando la necesidad de fortalecer las garantías de seguridad y la presencia estatal en estas áreas (Rojas y Cuesta, 2021). 
El marco normativo de la Ley 1957 también ha sido objeto de análisis y monitoreo por parte de organismos internacionales, como las Naciones Unidas y la Organización de Estados Americanos (OEA), que han valorado positivamente su enfoque innovador, pero han señalado áreas de mejora. Estas observaciones han enfatizado la importancia de mantener un equilibrio entre los derechos de las víctimas y las necesidades de los actores desmovilizados, así como de fortalecer la capacidad institucional de la JEP para cumplir con su mandato (Giraldo, 2020). 
Tal como lo Ríos (2020) constituye un componente esencial del marco normativo de la justicia transicional en Colombia, proporcionando las bases legales para el funcionamiento de la JEP y definiendo los principios y procedimientos que guían su labor. Este marco refleja un esfuerzo significativo por abordar las secuelas del conflicto armado de manera integral, priorizando los derechos de las víctimas y fomentando la reconciliación nacional. Sin embargo, su éxito depende en gran medida de su implementación efectiva, la superación de los desafíos contextuales y la capacidad del sistema para generar confianza entre las partes involucradas. La Ley 1957 no solo representa un hito jurídico, sino también un compromiso ético y político con la construcción de un país más justo y pacífico.
2.4. [bookmark: _Toc232457396]Modelos de Justicia Restaurativa contemplados en la Ley 975 del año 2005 y La Ley 1957 del año 2019 en Colombia.
La justicia restaurativa prioriza la reparación del daño causado a las víctimas, la reintegración de los responsables a la sociedad y la restauración de las relaciones afectadas, en vez de centrarse en el castigo punitivo. En el contexto colombiano, tanto la Ley 975 de 2005, conocida como la Ley de Justicia y Paz, como la Ley 1957 de 2019, que regula la Jurisdicción Especial para la Paz (JEP), incorporan elementos de justicia restaurativa dentro del marco de la justicia transicional. Sin embargo, lo hacen con enfoques distintos, adaptados a los contextos específicos en los que se implementaron y a las necesidades particulares de las víctimas y de la sociedad en cada momento (Huertas, 2022). 
La Ley 975 de 2005 surgió como respuesta al proceso de desmovilización de los grupos paramilitares, principalmente las Autodefensas Unidas de Colombia (AUC). Su enfoque de justicia restaurativa buscó equilibrar la necesidad de garantizar los derechos de las víctimas con el objetivo político de desmovilizar a actores armados. Por su parte, la Ley 1957 de 2019 se diseñó en el marco del Acuerdo Final de Paz con las FARC-EP y presenta un modelo de justicia restaurativa más complejo e integral, enfocado en abordar las profundas raíces del conflicto armado y en construir condiciones para la reconciliación nacional.
En la Ley 975 de 2005, la justicia restaurativa se manifiesta en el concepto de reparación integral a las víctimas. Esta ley introdujo mecanismos para garantizar la verdad, la justicia y la reparación como componentes esenciales del proceso de reconciliación. En este marco, los postulados a los beneficios de la Ley debían cumplir con requisitos específicos, como la confesión completa de los crímenes cometidos, la entrega de bienes para la reparación económica de las víctimas y la participación en actos de reconocimiento de responsabilidad. Aunque el enfoque restaurativo se aplicó en gran medida a través de medidas materiales, como la restitución de bienes, también se reconoció la importancia de las medidas simbólicas, como las disculpas públicas y los actos de perdón (Isaza y Díaz, 2021). 
El modelo de justicia restaurativa en la Ley 975 enfrentó varios desafíos en su implementación. Uno de los problemas más significativos fue la insuficiencia de recursos para garantizar una reparación económica adecuada a todas las víctimas. Además, muchos de los desmovilizados no entregaron bienes suficientes o mintieron en sus confesiones, lo que debilitó la confianza en el sistema y dejó a muchas víctimas insatisfechas. A pesar de estas limitaciones, la Ley 975 sentó las bases para la inclusión de principios restaurativos en los procesos de justicia transicional en Colombia y demostró la importancia de involucrar a las víctimas como protagonistas en la búsqueda de justicia y reconciliación (Arias, et al., 2022). 
Por otro lado, la Ley 1957 de 2019 se enfoca en un modelo de justicia restaurativa mucho más elaborado, que forma parte integral del Sistema Integral de Verdad, Justicia, Reparación y No Repetición (SIVJRNR). Este sistema reconoce la interconexión entre los derechos de las víctimas y la construcción de paz, y articula la labor de la Jurisdicción Especial para la Paz con la Comisión para el Esclarecimiento de la Verdad y la Unidad de Búsqueda de Personas Dadas por Desaparecidas. En este marco, la justicia restaurativa se define no solo como la reparación del daño, sino como un proceso colectivo que busca transformar las relaciones sociales y promover la reconciliación (Moreno et al., 2021). 
En la Ley 1957, los principios restaurativos se reflejan en varios aspectos clave del funcionamiento de la JEP. Uno de ellos es el diseño de las sanciones propias, que tienen un carácter reparador y restaurativo, en lugar de punitivo. Estas sanciones incluyen medidas como trabajos comunitarios, proyectos de desarrollo rural y programas de rehabilitación ambiental, diseñados para beneficiar directamente a las comunidades afectadas por el conflicto. El propósito de estas sanciones es permitir que los responsables contribuyan activamente a reparar el daño causado, al tiempo que promueven su reintegración en la sociedad.
Otro elemento central del modelo de justicia restaurativa en la Ley 1957 es la participación de las víctimas en el proceso judicial. Las víctimas tienen el derecho de presentar sus observaciones, aportar pruebas y participar en las audiencias, garantizando que sus voces sean escuchadas y que sus necesidades sean atendidas. Además, la JEP debe priorizar los casos de víctimas especialmente vulnerables, como mujeres, niños, comunidades étnicas y personas desplazadas, reconociendo las formas en que el conflicto armado ha afectado a distintos sectores de la sociedad (Moreno et al., 2021).
La Ley 1957 incluye medidas para garantizar la verdad como derecho fundamental de las víctimas y de la sociedad. Los responsables deben reconocer y confesar plenamente sus crímenes, proporcionando detalles sobre los hechos, los contextos y las cadenas de mando involucradas. Este proceso no solo busca esclarecer los eventos del pasado, sino también contribuir a la memoria histórica y a la prevención de futuras violaciones de derechos humanos. La verdad, en este sentido, se considera un componente esencial de la reparación simbólica y un paso crucial hacia la reconciliación (Ocampo, 2024). 
Un aspecto innovador del modelo de justicia restaurativa en la Ley 1957 es su enfoque colectivo y territorial. La JEP no solo aborda las violaciones de derechos humanos desde una perspectiva individual, sino también desde un enfoque comunitario, reconociendo que el conflicto armado ha tenido impactos desproporcionados en ciertas regiones del país. Por ello, las medidas restaurativas incluyen proyectos diseñados para reconstruir el tejido social, fortalecer las capacidades comunitarias y generar condiciones para la no repetición de la violencia (Muñoz y Villareal, 2020).
A pesar de sus avances conceptuales, el modelo de justicia restaurativa contemplado en la Ley 1957 también enfrenta desafíos significativos en su implementación. Entre ellos se encuentran las tensiones políticas, la limitada capacidad institucional y los riesgos de seguridad en las regiones más afectadas por el conflicto. Además, la magnitud de los crímenes cometidos y el alto número de víctimas representan un reto logístico y ético para garantizar una reparación efectiva y equitativa (Uriza y Pérez, 2021). 
En términos comparativos, mientras que la Ley 975 de 2005 se centró en los actores paramilitares y en medidas de reparación económica y simbólica, la Ley 1957 de 2019 adopta un enfoque mucho más integral y multidimensional, adaptado a las complejidades del conflicto armado colombiano. La Ley 1957 no solo busca reparar el daño, sino también transformar las relaciones sociales, fomentar la reconciliación y sentar las bases para una paz sostenible (Muñoz, 2021). 
Los modelos de justicia restaurativa contemplados en la Ley 975 de 2005 y en la Ley 1957 de 2019 representan respuestas normativas distintas a las necesidades de justicia y reconciliación en Colombia. Mientras que la Ley 975 se centró en un proceso más limitado, con énfasis en la reparación material y simbólica, la Ley 1957 ofrece un enfoque más amplio y transformador, diseñado para abordar las raíces estructurales del conflicto y construir condiciones para la paz. Ambos modelos, aunque con limitaciones, reflejan el compromiso del Estado colombiano con la justicia restaurativa como un pilar fundamental de la justicia transicional y como una herramienta para sanar las heridas de un país profundamente afectado por la violencia (Muñoz, 2022). 
2.5. [bookmark: _Toc232457397]Impulsar el Cambio en el Mundo: la Justicia Transicional y la Interfaz entre Investigación, Políticas y Prácticas
La justicia transicional es un campo que ahora se caracteriza por una multiplicidad de voces y reclamos de experiencia. Anteriormente dominada por abogados, la burocratización y profesionalización de la práctica y la difuminación de las líneas entre investigación, políticas y práctica. Estas características del campo han surgido en el contexto de cambios más amplios en la forma en que se ven la experiencia y el conocimiento en el contexto actual del neoliberalismo dominante. 
Tal como lo expone Charria (2020) el conocimiento relevante para las políticas nunca se produce en el vacío. Quienes se especializan en ello (académicos, expertos, consultores y similares) están sujetos a estructuras dominantes más amplias de su época, tanto materiales como ideológicas. Si bien estas estructuras no determinan qué conocimiento se está produciendo exactamente, crean estructuras de oportunidades para ciertas formas de conocimiento y excluyen alternativas a los cuerpos de conocimiento aceptados. Sostenemos que lo que hoy influye en la producción de conocimiento relevante para las políticas son las prácticas materiales e ideológicas del neoliberalismo (Monroy, 2020). 
Gran parte de la investigación, las políticas y las prácticas emprendidas en el campo de la justicia transicional tienen en su núcleo un sentido de propósito: si se deben enjuiciar las violaciones de los derechos humanos; contribuir a procesos de curación social e individual a largo plazo; decidir cómo reconocer y reparar las experiencias de daño; o consolidar la autoridad de un "nuevo" contrato social. Es este sentido de propósito el que puede explicar gran parte de la tensión en los estudios sobre los "aciertos" y los "errores" del propio proceso de justicia transicional.
 Las discusiones más reflexivas plantean preguntas inquisitivas sobre la forma en que se toman decisiones, se consulta a las víctimas o se negocia el poder a través de la justicia transicional. En el centro de estos debates hay dudas sobre si el propósito de un proceso de justicia transicional es legítimo o está bien definido, si el propósito final puede justificar medios que pueden ser menos consultivos o democráticos y si las interpretaciones contrapuestas sobre el propósito de un proceso determinado se pueden conciliar. Lo que sustenta esto son las formas normalizadas de trabajo que condicionan las relaciones entre diferentes comunidades epistémicas. 
La justicia transicional opera mediante acciones de grupos: formuladores de políticas que planifican e implementan las instituciones; grupos de víctimas definidos por comisiones o tribunales; la ciudadanía implicada, pero no nombrada, por un informe final o decisión judicial; académicos que escriben literatura sobre contextos específicos de países o el fenómeno; y profesionales que trabajan para organizaciones no gubernamentales (ONG) que consultan sobre la posible transición. Aunque puede resultar difícil mapear la influencia precisa de un área sobre otra, los comentarios en la literatura y las descripciones del proceso de formación pueden revelar el grado en que un área modela la transición a otra (Collins y Ordoñez, 2021). 
La coherencia del lenguaje y la terminología empleados en una amplia diversidad de contextos posconflicto revela un fenómeno global y su exportación/importación aparentemente exitosa de un país o región a otro a lo largo de las últimas décadas. La búsqueda para revelar una ceguera en el campo surge de la naturaleza global de la empresa; El movimiento de ideas y modos de transición revela una serie de "lecciones aprendidas" y la transferencia de preocupaciones ideológicas que sustentan el discurso neutral del proyecto.  
Las observaciones de distintos autores como lo expone Amado (2021) sobre el fenómeno de exportación/importación de la política de justicia transicional sugieren una de dos cosas: o (1) los principios universales en los que se basa la justicia transicional son tan convincentes y justificables que los tipos de políticas que se generen serán, y deberían ser similares en todos los contextos, o sea, el derecho a la verdad se mantiene en todos los casos y las mejores prácticas recibidas sugieren que se deben implementar comisiones de la verdad, comisiones de investigación y disculpas oficiales. Aunque los investigadores y académicos no suponen un pensamiento más matizado, cabe considerar que las investigaciones que analizan las preferencias de las víctimas ven que es más probable que prioricen las situaciones económicas actuales que sus necesidades de búsqueda y verdad (Zabala, 2021). 
Como se destacó anteriormente, la justicia transicional como campo se caracteriza por el intercambio de investigación, políticas y prácticas. Los límites entre estas comunidades epistémicas no siempre son claros o impermeables, y en muchos sentidos la erudición académica deriva su existencia de las políticas y prácticas que son objeto de sus reflexiones. Esto ha sido descrito, en referencia a los Estudios de Desarrollo, como una incapacidad para "escapar de los mundos sucios de la formulación de políticas prácticas que le dan una razón de ser y que la vuelven impotente, apolítica o partidaria de una serie de intervenciones que le quitan poder. 




Tabla 2 
Abordaje de la diferencia de Justicia Transicional en Colombia
	Elemento clave
	Proceso AUC (2003–2006)
	Proceso FARC-EP (2012–2016)

	Tipo de actor armado
	Paramilitar, sin reconocimiento político
	Guerrilla insurgente con reconocimiento político

	Marco normativo principal
	Ley 975 de 2005 (Justicia y Paz)
	Acuerdo Final de Paz y Acto Legislativo 01 de 2017

	Enfoque judicial dominante
	Retributivo (penas de hasta 8 años, condicional)
	Restaurativo e integrador (Sistema Integral de Justicia)

	Aplicación de justicia restaurativa
	Parcial y fragmentada
	Central, como principio transversal

	Participación de víctimas
	Limitada y tardía
	Amplia, desde el diseño hasta la implementación

	Reparación a víctimas
	Individual, con escasa garantía de cumplimiento
	Integral (colectiva e individual), con mecanismos claros

	Verdad y memoria
	Confesional, incompleta y dispersa
	Coordinada (JEP, Comisión de la Verdad, UBPD)

	Supervisión internacional
	Mínima
	Alta (ONU, verificación internacional)


Nota. Información relacionada con la revisión documental de trabajos investigados, 2025. 

2.6. [bookmark: _Toc232457398]Abreviaturas 
AFP (Acuerdo Final de Paz)
AUC (Autodefensas Unidas de Colombia) 
CPI (Corte Penal Internacional)
DIDH (derechos humanos)
DIH (derecho internacional humanitario) 
DPI (Derecho Penal Internacional 
FARC EP (Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia- Ejército del Pueblo)  
JEP (Jurisdicción Especial para la Paz)
JT (Justicia Transicional)
ONG (Organizaciones no gubernamentales)
QUADAS (Quality Assessment of Diagnostic Accuracy Studies) 
SA (Sanciones Alternativas)























3. [bookmark: _Toc232457399]Metodología
Para el análisis e interpretación de las unidades de significado sobre la justicia transicional en Colombia, se utilizó la técnica de análisis de contenido, priorizando la reflexión crítica y la confrontación de información mediante una revisión sistemática.
3.1. Paradigma de Investigación
El paradigma de investigación que sustenta este análisis de la justicia transicional se orienta desde una perspectiva interpretativa y crítica, dada la naturaleza de los fenómenos sociales que se exploran: la desmovilización de las Autodefensas Unidas de Colombia (AUC) y la entrega de armas de las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia (FARC-EP). Este paradigma busca comprender las dinámicas sociales y políticas que dieron forma a estos procesos, tomando en cuenta las subjetividades, los contextos históricos y las percepciones de los actores involucrados. La investigación se basa en la premisa de que la justicia transicional debe analizarse mediante sus implicaciones legales y políticas, y desde sus repercusiones sociales y culturales, lo que implica un enfoque crítico que cuestione las narrativas oficiales (Hernández, Fernández, Baptista, 2014). 
3.2. Enfoque de Investigación
El enfoque metodológico adoptado es cualitativo, ya que el objetivo central es entender, analizar e interpretar las diferencias entre los procesos de desmovilización de las AUC y la entrega de armas de las FARC-EP, dentro de los marcos legales de la Ley 975 de 2005 y la Ley 1957 de 2019. Este enfoque permite explorar los diversos actores, las relaciones de poder, las percepciones y las experiencias subjetivas de las víctimas, los excombatientes, los actores políticos y las autoridades que participaron en estos procesos. Además, se busca profundizar en las diferencias entre los procedimientos y los resultados de cada uno, para establecer cómo la justicia transicional ha sido aplicada de manera diversa según el grupo armado, destacando los matices y tensiones que han caracterizado ambos procesos (Piña, 2023). 
3.3. Tipo de Investigación
La investigación es de tipo documental o de revisión bibliográfica, ya que se enfoca en el análisis de fuentes secundarias que permiten profundizar en los aspectos históricos, legales y sociales de la justicia transicional en Colombia. Este tipo de investigación recurre a documentos normativos, como las leyes mencionadas, y a estudios previos, informes oficiales, sentencias judiciales, artículos académicos y otros documentos producidos sobre el tema. La revisión de estos materiales permite contextualizar y contrastar los procesos de desmovilización y entrega de armas, evaluando sus resultados, sus críticas y sus implicaciones a nivel nacional e internacional.
3.4. Diseño de Investigación
El diseño de la investigación es descriptivo-analítico, se pretende describir los procesos de desmovilización de las AUC y la entrega de armas de las FARC-EP, y analizar sus diferencias, evaluando las razones, los métodos y las consecuencias de cada procedimiento. Se buscará identificar patrones y contrastes en la implementación de las leyes de justicia transicional y cómo estos han impactado en la construcción de paz en Colombia. Para ello, se hará uso de una técnica de análisis documental que permitirá clasificar, comparar y sintetizar la información de los documentos revisados (López y Linares, 2021). 
3.5. Bases de Datos Utilizadas
Para este análisis, se han consultado diversas bases de datos académicas y jurídicas, esenciales para acceder a una amplia gama de fuentes primarias y secundarias. Algunas de las principales fuentes de información incluyen:
1. Google Scholar: Esta base de datos proporciona acceso a una variedad de artículos académicos, tesis y libros que analizan la justicia transicional, las AUC y las FARC-EP desde diversas disciplinas como el derecho, la sociología y la ciencia política.
2. Jurisprudencia de la Corte Constitucional de Colombia: Para examinar las sentencias relevantes relacionadas con las leyes de justicia transicional, se consultó la jurisprudencia de la Corte Constitucional, especialmente aquellas decisiones que abordan la Ley 975 de 2005 y la Ley 1957 de 2019.
3. Repositorio de Tesis de la Universidad Nacional de Colombia: Este repositorio fue utilizado para acceder a investigaciones previas sobre el tema, que proporcionan una visión detallada y actualizada de los procesos de desmovilización y su tratamiento en la literatura jurídica y social.
4. Scopus y JSTOR: Estas bases de datos académicas ofrecen artículos revisados por pares que abordan los efectos y la efectividad de los procesos de desmovilización, así como estudios comparativos sobre las experiencias de las AUC y las FARC-EP.
3.6. Criterios de Inclusión y Exclusión
 Para esta revisión, se incluyeron estudios que abordan la justicia transicional en Colombia y los procesos de desmovilización de las AUC y las FARC-EP. Se excluyeron aquellos estudios que no se enfocaban en estos procesos o que no ofrecían un análisis comparativo entre ambos.
3.7. [bookmark: _Toc232457400]Técnicas de recolección de información
La técnica de recolección de información utilizada en la investigación fue el análisis documental, el cual permitió examinar de manera sistemática y rigurosa diversas fuentes secundarias relacionadas con la justicia transicional en Colombia. Este procedimiento implicó la revisión de documentos normativos, como la Ley 975 de 2005 y la Ley 1957 de 2019, así como artículos académicos, informes institucionales, sentencias judiciales y literatura especializada sobre los procesos de desmovilización de las AUC y la entrega de armas de las FARC-EP. A través de esta técnica se logró recopilar información relevante que fue posteriormente clasificada y organizada según categorías de análisis previamente establecidas. Asimismo, el análisis documental facilitó la interpretación crítica de los contenidos, permitiendo identificar similitudes, diferencias y tensiones entre los distintos procesos de justicia transicional (Hernández, et al., 2024). 
	Este método también posibilitó la contextualización histórica y jurídica de los hechos estudiados, fortaleciendo la comprensión integral del fenómeno investigado. De igual manera, se garantizó una lectura comparativa de las fuentes, lo que permitió contrastar perspectivas académicas y oficiales. Finalmente, esta técnica contribuyó a la construcción de argumentos sólidos basados en evidencia teórica y empírica disponible.

 











4. [bookmark: _Toc232457401]Discusión
Tras más de cuatro años de negociaciones complejas, el Estado colombiano y las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia–Ejército del Pueblo (FARC-EP) suscribieron en 2016 el Acuerdo Final de Paz, con el propósito explícito de poner fin a un conflicto armado interno de más de cinco décadas. Este conflicto, caracterizado por la participación simultánea de actores estatales, guerrillas, grupos paramilitares y terceros civiles, produjo una victimización masiva y estructural que desbordó los marcos tradicionales de respuesta penal. A diferencia de intentos previos de pacificación, el AFP fue concebido como un modelo integral de justicia transicional, reconocido internacionalmente como una experiencia innovadora en la gestión negociada de conflictos armados prolongados (Barco, 2020).
Uno de los aspectos más controvertidos del AFP es su régimen sancionatorio, que se aparta deliberadamente de una concepción retributiva del castigo. En particular, la introducción de sanciones no privativas de la libertad —denominadas sanciones propias— para responsables de crímenes internacionales ha suscitado críticas persistentes por parte de sectores políticos, académicos y sociales que cuestionan su suficiencia punitiva. Estas críticas se sustentan, en gran medida, en una lectura tradicional del derecho penal internacional que asocia la gravedad de los crímenes de guerra, lesa humanidad y genocidio con la imposición necesaria de penas de prisión efectivas y prolongadas (García y Nárdiz, 2022).
No obstante, una aproximación crítica exige reconocer que el AFP no surge en un vacío normativo ni político, sino en un contexto transicional específico en el que la finalidad primordial no es únicamente sancionar, sino desactivar las causas estructurales del conflicto y garantizar la no repetición. Desde esta perspectiva, las sanciones propias deben evaluarse no solo en términos de severidad punitiva, sino también en función de su capacidad para satisfacer los derechos de las víctimas, promover la verdad y facilitar la reconstrucción del tejido social dañado por décadas de violencia (Betancourt, 2020).
El carácter restaurativo del régimen sancionatorio del AFP implica una redefinición de los fines de la pena en contextos de transición. En lugar de priorizar la retribución como respuesta moral al daño causado, se privilegia una lógica de responsabilidad activa que obliga al perpetrador a reconocer públicamente su participación, contribuir a la verdad y ejecutar acciones concretas de reparación. Este desplazamiento conceptual ha sido defendido por diversos autores como una respuesta más adecuada frente a crímenes de violencia colectiva, cuya comisión no puede explicarse únicamente desde la culpabilidad individual, sino desde entramados sociales, políticos y económicos más amplios (Bueno, 2020).
En este sentido, la creación de la Jurisdicción Especial para la Paz (JEP) representa el núcleo institucional del Sistema Integral de Verdad, Justicia, Reparación y No Repetición. La JEP no solo investiga y sanciona, sino que opera como un espacio dialógico en el que las víctimas adquieren un rol central en la definición del sentido del castigo. Esta configuración rompe con el modelo penal clásico, en el que la víctima es desplazada por la lógica Estado-infractor, y se alinea con enfoques contemporáneos de justicia restaurativa que conciben el daño como una ruptura relacional que exige respuestas colectivas y transformadoras (Correa y Martín, 2020).
[bookmark: _Int_tCwK2edA]Desde una mirada crítica, resulta evidente que la proporcionalidad de las sanciones propias no puede medirse exclusivamente con los parámetros del derecho penal ordinario. La magnitud y sistematicidad de los crímenes internacionales obligan a repensar la proporcionalidad no solo en términos de duración de la sanción, sino también de su contenido material, su impacto comunitario y su potencial transformador. En este punto, las sanciones propias —que incluyen trabajos restaurativos como la sustitución de cultivos ilícitos, la reconstrucción de infraestructura comunitaria o la remoción de minas— adquieren un valor expresivo que trasciende el castigo individual y se proyecta hacia la reparación colectiva (Gallego, 2020).
La experiencia colombiana también pone en evidencia las limitaciones de un enfoque puramente retributivo frente a crímenes cometidos en contextos de violencia estructural. Diversos estudios han señalado que la insistencia exclusiva en penas privativas de la libertad puede obstaculizar procesos de desmovilización, inhibir la confesión de la verdad y perpetuar dinámicas de exclusión social que, lejos de prevenir, pueden reproducir ciclos de violencia (Muñoz, 2021). En este sentido, las sanciones propias operan como incentivos condicionados que buscan equilibrar la exigencia de justicia con la necesidad pragmática de poner fin a las hostilidades.
Un elemento particularmente problemático del sistema transicional colombiano ha sido la incorporación de terceros civiles y agentes estatales no combatientes. La historia previa de la Ley de Justicia y Paz evidenció graves déficits en la identificación de redes de apoyo político, económico y social del paramilitarismo. La JEP, aunque limitada por decisiones posteriores de la Corte Constitucional, abrió un espacio inédito para que estos actores comparecieran voluntariamente, lo que plantea tensiones significativas entre verdad, legitimidad y percepción social de impunidad (Suárez, 2021).
La admisión condicionada de civiles a la JEP ha obligado a desarrollar criterios más exigentes para evaluar su compromiso con la reparación y la no repetición. La exigencia de planes concretos, verificables y financiados de reparación ha sido interpretada por algunos sectores como una mercantilización de la justicia; sin embargo, desde una perspectiva crítica, puede entenderse como una forma de responsabilización material que supera el simbolismo vacío del castigo formal y produce beneficios tangibles para las comunidades afectadas (Yepes & Giraldo, 2023).
Ahora bien, el modelo colombiano no está exento de riesgos. La coexistencia de múltiples mecanismos transicionales, con competencias parcialmente superpuestas, ha generado incertidumbre jurídica y percepciones de selectividad. Además, la resistencia política y los intentos de deslegitimar instituciones como la JEP o el Centro Nacional de Memoria Histórica revelan que la justicia transicional no es solo un proceso jurídico, sino un campo de disputa por la narrativa del conflicto y la asignación de responsabilidades (González et al., 2022).
Desde una perspectiva más amplia, la experiencia colombiana invita a repensar el lugar de la justicia penal internacional en contextos de transición. La flexibilización observada en la evaluación de la complementariedad, como en el cierre del examen preliminar de la Corte Penal Internacional, sugiere un reconocimiento implícito de que la adecuación de las sanciones debe analizarse a la luz de los objetivos transicionales y no exclusivamente desde estándares abstractos de punición (Oviedo y Pungo, 2024).
En definitiva, las sanciones propias del AFP solo pueden considerarse adecuadas si se entienden como parte de un sistema coherente orientado a la transformación social. Su legitimidad no depende únicamente de su severidad formal, sino de su capacidad real para satisfacer los derechos de las víctimas, promover la verdad, garantizar la no repetición y contribuir a una paz sostenible. Como advierte Zabalza (2021), la justicia transicional no debe medirse por su parecido con la justicia ordinaria, sino por su eficacia ética y política en contextos de violencia masiva.


Desde esta óptica, no se ofrecen respuestas cerradas ni soluciones normativas definitivas, sino un escenario de experimentación jurídica y política que desafía las categorías tradicionales del castigo penal y obliga a repensar críticamente qué significa hacer justicia después de la guerra. Más que un modelo acabado, se trata de una experiencia transicional que pone en evidencia las limitaciones estructurales del derecho penal clásico cuando se enfrenta a violencias masivas, prolongadas y socialmente arraigadas. En este contexto, la justicia deja de ser únicamente un mecanismo de sanción para convertirse en un proceso complejo de reconstrucción social, reconocimiento del daño y transformación institucional.
Uno de los principales cuestionamientos que surge es la centralidad histórica de la prisión como respuesta casi automática frente a los crímenes más graves. El paradigma penal tradicional, sustentado en la retribución y la disuasión, asume que el sufrimiento impuesto al infractor constituye el núcleo de la justicia. Sin embargo, diversos análisis han mostrado que este enfoque resulta insuficiente en escenarios de violencia colectiva, donde los crímenes no son meramente actos individuales desviados, sino expresiones de dinámicas estructurales y organizadas de poder (Barco, 2020; Betancourt, 2020). En estos contextos, el encarcelamiento masivo no garantiza, por sí mismo, ni la satisfacción de los derechos de las víctimas ni la transformación de las condiciones que hicieron posible la violencia.
A partir de ello, se cuestiona también la noción clásica de proporcionalidad penal, entendida exclusivamente como una correspondencia cuantitativa entre la gravedad del delito y la duración de la pena. Este enfoque tiende a ignorar el contenido material y el impacto social del castigo. Las sanciones con componentes restaurativos desplazan el eje de la proporcionalidad hacia una lógica cualitativa, en la que adquieren relevancia los efectos reparadores, simbólicos y comunitarios de la sanción. Así, la pregunta central deja de ser cuánto castigo se impone y pasa a ser qué tipo de respuesta contribuye efectivamente a reparar el daño causado y a prevenir su repetición. 
Otro elemento clave de este replanteamiento es la redefinición de la responsabilidad penal. Si bien los procesos transicionales juzgan a individuos concretos, reconocen que los crímenes internacionales no pueden comprenderse sin atender a los entramados sociales, políticos y económicos que los sustentaron. Esta perspectiva estructural permite superar una visión reduccionista de la culpabilidad y avanzar hacia una comprensión más amplia de la responsabilidad, en la que la verdad sobre los patrones de violencia adquiere un valor central. La sanción, en consecuencia, no se limita a reprochar un acto pasado, sino que busca desarticular narrativas de negación, justificar la violencia o normalizar el daño (Bueno, 2020).
En este marco, el papel de las víctimas se resignifica profundamente. A diferencia del proceso penal ordinario, donde suelen ocupar un lugar marginal, los enfoques transicionales las sitúan en el centro del sistema de justicia. La legitimidad de las sanciones depende, en buena medida, de su capacidad para satisfacer los derechos a la verdad, la reparación y la no repetición. Esto implica reconocer que la justicia después de la guerra no puede reducirse a la imposición de penas, sino que debe generar espacios de reconocimiento, dignificación y participación efectiva de quienes sufrieron la violencia (Huertas, 2022).
No obstante, este replanteamiento del castigo no está exento de tensiones. La flexibilización normativa de la justicia transicional se percibe como indulgencia o impunidad, en sociedades polarizadas. Por ello, las sanciones no privativas de la libertad requieren condiciones estrictas de acceso, mecanismos robustos de verificación y un esfuerzo constante de pedagogía social que explique sus fundamentos y alcances. Sin legitimidad social, incluso las propuestas más innovadoras corren el riesgo de perder credibilidad y ser instrumentalizadas políticamente (Suárez, 2021).
Desde una perspectiva internacional, estas experiencias también interpelan los estándares tradicionales del derecho penal internacional. La evaluación de la adecuación del castigo comienza a considerar no solo la severidad formal de la sanción, sino su coherencia con los objetivos transicionales y la voluntad genuina de los Estados de investigar, juzgar y sancionar. Este giro no supone relativizar la gravedad de los crímenes internacionales, sino reconocer que su tratamiento jurídico debe ser sensible a los contextos históricos y sociales en los que se produjeron (Oviedo y Pungo, 2024).
En definitiva, hacer justicia después de la guerra implica aceptar que no existe una fórmula única ni universalmente válida. La justicia transicional no elimina la tensión entre paz y justicia, sino que la gestiona de manera explícita y consciente. El castigo, en este marco, puede cumplir funciones distintas a la mera retribución: puede ser un vehículo para la verdad, un instrumento de reparación y un catalizador de transformación social. Lejos de clausurar el debate, estas experiencias amplían el horizonte crítico y obligan a repensar los fundamentos éticos, jurídicos y políticos del castigo en sociedades que buscan dejar atrás la violencia sin renunciar a la justicia (Zabalza, 2021).
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1. Identificar las dinámicas sobre el acuerdo final de paz de Colombia y su régimen sancionador acorde a la realidad del conflicto de las FARC-EP
El Acuerdo Final de Paz con las FARC-EP (2016) introduce un modelo de justicia transicional más complejo y estructurado que el aplicado previamente en Colombia, ajustado a la naturaleza prolongada y político-militar del conflicto. Su régimen sancionador combina medidas retributivas y restaurativas, donde la responsabilidad se determina mediante el reconocimiento de verdad y el grado de colaboración con el Sistema Integral. A diferencia de modelos anteriores, las sanciones no se limitan a la privación de libertad, sino que incorporan sanciones propias de carácter restaurativo, orientadas a la reparación del daño y a la reconstrucción del tejido social. Este diseño responde a la necesidad de garantizar verdad, justicia y reparación sin recurrir a la impunidad, fortaleciendo la legitimidad del proceso de paz.
2. Determinar el contexto aplicativo de la justicia transicional en Justicia y Paz y la Jurisdicción Especial para la Paz
El análisis comparativo evidencia que la Ley de Justicia y Paz (Ley 975 de 2005) se centró en un modelo predominantemente judicial y punitivo, con fuerte dependencia del sistema penal ordinario y limitaciones estructurales para investigar y juzgar la totalidad de los crímenes cometidos por las AUC. Esto generó dificultades en la garantía plena de los derechos de las víctimas, especialmente en materia de verdad y reparación integral. En contraste, la Jurisdicción Especial para la Paz (JEP), como parte del Sistema Integral de Verdad, Justicia, Reparación y No Repetición, representa una evolución institucional significativa, al articular mecanismos judiciales y extrajudiciales que permiten mayor cobertura de casos, participación de víctimas y eficiencia en la administración de justicia transicional. En este sentido, la JEP fortalece la capacidad estatal para enfrentar la magnitud del conflicto y reduce la impunidad estructural.
3. Contrastar la diferencia de eje de la inclusión de civiles participantes en el conflicto dentro de ambos procesos de justicia transicional en Colombia
La comparación muestra diferencias sustanciales en el grado de inclusión de actores civiles dentro de los procesos de justicia transicional. En el modelo de Justicia y Paz, la participación de civiles y víctimas fue limitada y menos estructurada, con un enfoque centrado principalmente en los excombatientes de las AUC y una participación indirecta de las víctimas en los procedimientos judiciales. En cambio, el sistema implementado con las FARC-EP incorpora un eje central de participación de las víctimas y reconoce de manera más amplia la responsabilidad colectiva de los actores involucrados, incluidos terceros civiles en determinados casos. Este enfoque amplía la dimensión restaurativa de la justicia transicional, fortaleciendo la legitimidad del proceso y consolidando la centralidad de las víctimas en la construcción de verdad, reparación y garantías de no repetición.
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A partir del análisis comparativo entre la desmovilización de las AUC y la entrega de armas de las FARC-EP, se recomienda fortalecer los mecanismos de seguimiento y evaluación de la justicia transicional en Colombia, garantizando que los compromisos asumidos en los acuerdos se materialicen en acciones efectivas para la verdad, la justicia, la reparación y la no repetición. En el caso de las AUC, la limitada participación de las víctimas y la insuficiencia en la obtención de verdad plena dejaron vacíos que no deben repetirse; mientras que en el proceso con las FARC-EP, aunque se avanzó en un diseño institucional más robusto con la JEP y el Sistema Integral, la lentitud en su implementación y la persistencia de la violencia en los territorios plantean riesgos de revictimización. Por tanto, se sugiere priorizar la protección y seguridad de las comunidades, garantizar el acceso efectivo a la justicia y acelerar los procesos de reparación colectiva e individual, de modo que la legitimidad del modelo se fortalezca y la confianza social aumente.
Asimismo, resulta indispensable profundizar en un enfoque que combine justicia retributiva y restaurativa, promoviendo la participación de las víctimas en los procesos y consolidando la reincorporación económica y social de los excombatientes. La experiencia demuestra que la impunidad o la falta de garantías integrales generan un terreno fértil para la reincidencia y la continuidad del conflicto. En este sentido, la recomendación central es avanzar hacia una mayor coordinación entre el sistema de justicia transicional y el sistema de justicia ordinaria, complementada con políticas públicas de desarrollo rural, inclusión social y fortalecimiento institucional en los territorios más afectados por la guerra. Solo así se podrá consolidar una paz estable y duradera, cumpliendo con los estándares internacionales y, sobre todo, con las demandas de las víctimas como eje central de la transición.
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